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Finalmente, señalar que seguimos recibiendo quejas por las elevadas facturas que reciben algunas personas cuando 
se producen fugas por averías en sus instalaciones interiores de agua que determinan una elevada pérdida de este 
preciado bien.

De estas quejas se deduce que sigue habiendo muchas personas que no asumen su responsabilidad sobre las instala-
ciones interiores de agua y siguen pensando que no tienen que pagar por un agua que no han consumido, olvidando 
que es un bien de todos y que el deber de conservarlo es responsabilidad colectiva.

También se deduce de estas quejas que existen municipios que aún no han incluido en sus normas reguladoras del 
servicio las denominadas tarifas de fuga o avería, que tienen por objeto minorar el importe de las facturas cuando se 
acredite que la fuga o avería ha sido reparada con diligencia una vez detectada.

En la tramitación de la queja 24/7762 Giahsa nos trasladó que la Mancomunidad de Servicios de la Provincia de Huelva 
tenía previsto recoger en sus ordenanzas una regulación al respecto. Mientras esta no se aprobase, la Comisión del 
Defensor del Usuario decidió modificar los criterios para la concesión de este tipo de ayudas, de manera que no se 
condicionaba al informe de los servicios sociales, ni a que se trate de la vivienda habitual. Por ello, atendiendo a nuestra 
petición, remitían el caso objeto de queja a la Comisión del Defensor del Usuario para su valoración.

En ocasiones hemos detectado que algunos municipios, que contaban con estas tarifas, han procedido a su eliminación 
a consecuencia de la situación de sequía que sufrían (queja 24/9768).

Por último, estas quejas nos sirven para comprobar que existan mecanismos de aviso rápido en casos de fuga que 
eviten una importante pérdida de este bien tan necesario.

2.2.6.2.1.3. Servicios financieros

Como ya hemos tenido ocasión de manifestar reiteradamente, el reconocimiento de los servicios financieros como servi-
cio de interés general implica la necesidad de adoptar medidas para que el acceso a los mismos esté garantizado a todas 
las personas, sin limitaciones o discriminaciones por razón de sus circunstancias personales o su condición económica.

En relación con la atención específica a las personas mayores y con discapacidad, como colectivos especialmente 
vulnerables ante la digitalización progresiva de los servicios financieros, hemos de señalar la información obtenida 
de la  tramitación de la queja 23/5437.

Presentaba la queja una asociación de consumidores ante la falta de respuesta a la solicitud de información presentada 
a la Consejería de Inclusión Social, Juventud, Familias e Igualdad sobre el desarrollo del convenio general de colaboración 
suscrito con siete entidades bancarias.

En el informe elaborado por la Dirección General de Personas Mayores, Participación Activa y Soledad no deseada se 
puso de manifiesto que los convenios estuvieron vigentes hasta el 11 de abril de 2023 y que la Consejería se encontraba 
evaluando sus logros y deficiencias para poder iniciar un nuevo proceso en el que poder incluir, además, el compromiso 
por las entidades financieras de detectar situaciones de soledad no deseada entre el colectivo de las personas mayores 
de Andalucía.

Respecto a esta nuevo proceso, en el seno del Órgano Sectorial de los Servicios Financieros también se solicitaba infor-
mación a la Secretaría General de Personas Mayores, siendo la respuesta en el último trimestre de 2024 que no había 
novedades. Confiamos en que, finalmente y sin perjuicio de las medidas que se establezcan a nivel regulatorio, puedan 
desarrollarse los acuerdos oportunos.

Con respecto a la aplicación de medidas para aliviar la carga que supone la hipoteca al deudor vulnerable, a través 
del Código de Buenas Prácticas para la reestructuración viable de las deudas con garantía hipotecaria sobre la 
vivienda habitual, hemos de señalar que las quejas tramitadas se referían a las dilaciones sufridas en el proceso de 
solicitud o a dificultades en el proceso de comunicación.

En estos supuestos, con independencia de que la tramitación de la queja haya podido dar lugar a la aclaración de las 
circunstancias concurrentes o a la aportación de la respuesta requerida, siempre informamos a la parte afectada de la 
posibilidad de reclamar al Banco de España para la oportuna supervisión del cumplimiento normativo.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-compania-atiende-un-caso-de-facturacion-excesiva-de-agua-a-causa-de-una-fuga-de-dificil-deteccion
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-junta-se-compromete-a-colaborar-con-las-entidades-financieras-para-mejorar-el-trato-a-las
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En algún caso la queja se ha referido a los requisitos exigidos para cerrar el acuerdo de reestructuración de deuda, al 
solicitar la entidad financiera la firma de avalistas en la escritura de novación (queja 24/0937).

Sobre esta circunstancia hemos entendido que la entidad puede valorar que dicha firma resulta necesaria en todo caso, 
aun cuando no se proceda a la elevación a escritura pública que es potestativa, teniendo en cuenta que los términos del 
contrato firmado en su día obligan a todas las partes contratantes y cualquier modificación de las condiciones pactadas 
requiere el consentimiento de las mismas. 

No obstante, valorando que la entidad financiera podría ofrecer alguna solución que permita a la persona afectada 
atender sus obligaciones de pago, dentro de lo que se denomina «política comercial y de asunción de riesgos», hemos 
trasladado las peticiones formuladas en tal sentido por si las mismas pudiera ser atendidas.

En este sentido, fuera del mecanismo del Código de Buenas Prácticas, las entidades son libres para aprobar o desesti-
mar las operaciones o novaciones de condiciones  que les plantean sus clientes, en función del estudio del riesgo y de 
las condiciones propuestas. En consecuencia, en casos de desestimación de la petición no podemos desarrollar más 
actuaciones al carecer de competencia supervisora sobre la actuación de las entidades financieras.

Esto mismo ocurre cuando la solicitud de Código de Buenas Prácticas se ha rechazado por no cumplir el deudor los 
requisitos legales que dan derecho a las medidas contempladas en el mismo, solicitando desde esta Institución a la 
entidad financiera la valoración de una alternativa de pago en favor del deudor porque sus circunstancias económicas 
así lo justifican.

Por último indicar que siguen siendo numerosas las quejas recibidas por quienes utilizan los servicios financieros 
haciendo uso de herramientas digitales y han sido objeto de una estafa por métodos como el phishing, smishing 
o vishing.

Debemos aclarar en estos casos que la posibilidad de reclamación ante la entidad financiera tiene por objeto verificar el 
cumplimiento de sus obligaciones como proveedor de servicios de pago. Asimismo, que le corresponde ofrecer al cliente 
la documentación que acredite que la operación reclamada fue debidamente autenticada, registrada y contabilizada. 

En relación con la prueba de la autenticación y ejecución de las operaciones de pago, la normativa sobre servicios de 
pago establece que corresponde al proveedor de servicios de pago probar que el usuario del servicio de pago cometió 
fraude o negligencia grave, cuando este niegue haber autorizado una operación de pago ya ejecutada.

Sobre esta cuestión las entidades financieras vienen entendiendo que haber facilitado los códigos que permiten la 
ejecución de la operación de pago puede entenderse como negligencia del usuario. Sin embargo, existen diversos 
pronunciamientos judiciales dictados en casos de fraude que señalan que la negligencia grave del usuario exigiría una 
conducta caracterizada por un grado significativo de falta de diligencia, que no concurre cuando se produce como 
consecuencia del engaño al que ha sido inducido por un delincuente profesional. Concluyen estos pronunciamientos 
judiciales que no se puede atribuir falta de diligencia grave a una víctima de estafa, cuando la misma facilita sus claves 
personales a un tercero como consecuencia de manipulaciones. 

No obstante, también existen pronunciamientos judiciales en sentido diferente al expuesto, por lo que sugerimos a la 
persona que acude a esta Institución que se asesore mediante profesional de la abogacía sobre las posibilidades de 
éxito y los costes de un procedimiento judicial. Asimismo recomendamos que previamente agote los cauces amistosos 
que el ordenamiento jurídico le ofrece, incluyendo nuestra posible colaboración.

2.2.6.2.1.4. Telefonía e internet

Según la información facilitada en el seno del Órgano Sectorial de las Telecomunicaciones, del Consejo Andaluz de 
Consumo, en su sesión de 10 de octubre de 2024, la conflictividad en el sector de las telecomunicaciones ha bajado, 
valorando que podría deberse a la mejora de la información contractual, los canales de atención y, en general, a 
que los usuarios tienen una mayor información. 

Este dato también tiene su reflejo en el decreciente número de quejas recibidas en materia de telefonía e internet, 
que normalmente son por discrepancias en la facturación girada, disconformidad con la prestación del servicio o dila-
ciones en la atención de solicitudes de contratación o baja.
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